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1. Norma revisada
PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA No. 092 DE 2011 Cámara – 167 de 2011 Senado, “por medio de la cual se establecen disposiciones para garantizar el pleno ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad”. 
Debido a su extensión, no se transcribe el texto del proyecto de ley sometido a control.
 
2. Decisión
Primero.- Declarar EXEQUIBLE, por su aspecto formal, el Proyecto de Ley Estatutaria No. 092 de 2011 Cámara -167 de 2011 Senado “Por medio de la cual se establecen disposiciones para garantizar el pleno ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad”.
Segundo.- Declarar EXEQUIBLES en lo relativo a su contenido, los artículos 1º, 2º, 3º, 4º, 5º, 6º, 7º, 8º, 9º, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 30, 31 y 32 del Proyecto de Ley Estatutaria No. 092 de 2011 Cámara -167 de 2011 Senado.
Tercero.- Declarar EXEQUIBLE el artículo 13 del Proyecto de Ley Estatutaria No. 092 de 2011 Cámara – 167 de 2011 Senado, con excepción de su numeral 6º, el cual se declara condicionadamente EXEQUIBLE en el entendido de que el Ministerio de Hacienda y Crédito Público no podrá establecer exenciones ni descuentos tributarios con base en la competencia asignada por esta norma. 
Cuarto.- Declarar INEXEQUIBLE la expresión “… de acuerdo a la Ley 1393 de 2010, que en su artículo 11 adiciona el artículo 470 del Estatuto Tributario donde se precisa que” contenida en el numeral 16 del artículo 17 del Proyecto de Ley Estatutaria No. 092 de 2011 Cámara -167 de 2011 Senado.
Quinto.- Declarar condicionadamente EXEQUIBLE el artículo 29 del Proyecto de Ley Estatutaria No. 092 de 2011 Cámara -167 de 2011 Senado, en el entendido que el plazo allí señalado tiene carácter indicativo, por lo cual el Gobierno Nacional podrá ejercer en cualquier tiempo la potestad reglamentaria en relación con las disposiciones de esta ley. 
3. Síntesis de los fundamentos
En primer término, adelantado el análisis del trámite legislativo cumplido por este proyecto, la Corte encontró que durante todas sus etapas se observaron los requisitos constitucionales y orgánicos aplicables, pues en efecto: i) fue publicado antes de iniciarse su trámite y aprobado con las formalidades requeridas en los cuatro debates previstos en el artículo 157 de la Constitución; ii) en cada una de esas etapas fue aprobado con la mayoría especial requerida para los proyectos de ley estatutaria, en forma pública y nominal o de manera unánime según lo permite la Ley 1431 de 2011; iii) en cada una de ellas se cumplió con la diligencia del aviso en sesión anterior previsto en el artículo 160 constitucional; iv) fue aprobado en su totalidad en una sola legislatura; v) su contenido cumple adecuadamente con los principios de unidad de materia, consecutividad e identidad flexible; vi) durante su trámite se tuvo en cuenta el impacto fiscal que su aprobación generaría, conforme a lo exigido por la Ley 819 de 2003. A partir de la constatación sobre el cumplimiento de estos y los demás requisitos aplicables, la Corte concluyó que este proyecto resulta plenamente exequible en lo que a su trámite se refiere.
 
En relación con su contenido, la Corte resaltó que este proyecto de ley estatutaria recoge y sistematiza el amplísimo desarrollo existente en relación con los derechos de las personas con discapacidad a partir de la existencia de varios importantes tratados internacionales sobre la materia ratificados por Colombia, algunos desarrollos legislativos y la jurisprudencia de la Corte Constitu cional. Entre los primeros se destaca la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, incorporada al derecho interno mediante Ley 1346 de 2009, con la cual este proyecto establece importantes concordancias. En esa medida, la aprobación de este proyecto es el cumplimiento de los compromisos adquiridos por el Estado colombiano a partir de tales tratados. De otra parte, representa también la positivización de la vasta jurisprudencia constitucional trazada por esta corporación sobre los derechos de las personas con discapacidad dentro del marco del Estado social de derecho, por ejemplo en relación con temas tales como la rehabilitación, el derecho a la salud, el derecho al trabajo y la estabilidad laboral reforzada, el acceso al transporte, al espacio público y a los servicios que utilizan la generalidad de las personas, el derecho a la recreación y el deporte y la plena integración social. 
La Corte encontró que este proyecto asigna importantes obligaciones, la mayoría de ellas en cabeza de las autoridades públicas, aunque también algunas a cargo de los particulares, concebidas bajo la figura de las acciones afirmativas, y encaminadas al logro de la igualdad real y efectiva entre las personas con discapacidad y los demás ciudadanos. A partir de la jurisprudencia previamente desarrollada en torno a estas acciones, la Corte encontró que las funciones y deberes establecidos en el proyecto examinado resultan pertinentes en la búsqueda del propósito pretendido, y que además existe proporcionalidad entre los medios que deberán ponerse en marcha y la importancia de tales objetivos. Por lo demás, estimó también la Corte que tales deberes son en todos los casos expresión del principio de solidaridad, que es sustancial y definitorio del Estado social de derecho, y que se predica por igual de las autoridades y de los ciudadanos en general. Así, la Sala encontró que desde esta perspectiva, el articulado del proyecto resulta plenamente exequible.
Sin embargo, y por otras circunstancias, la Corte encontró necesario condicionar la exequibilidad de dos de estos preceptos: (i) en primer término, declaró condicionalmente exequible el numeral 6° del artículo 13 de este proyecto sobre derecho al trabajo, que asigna al Ministerio de Hacienda y Crédito Público la responsabilidad de establecer estímulos económicos para las empresas y empleadores que vinculen laboralmente personas con discapacidad. Así, en la medida en que esta facultad podría entenderse que habilita al referido Ministerio para establecer exenciones tributarias, y teniendo en cuenta que según lo ha resaltado la jurisprudencia, esta es una función privativa del legislador, el condicionamiento consistió en precisar que no podrán establecerse tales incentivos en ejercicio de la función atribuida por esta norma. (ii) De igual manera, teniendo en cuenta que la potestad reglamentaria que la Constitución atribuye al Presidente de la República es de carácter permanente, razón por la cual la Corte ha señalado que cuando la ley fija un término máximo para esos efectos aquél ha de entenderse como indicativo y de impulsión, la Corte declaró condicionalmente exequible el artículo 29 de este proyecto, con la salvedad de que el Presidente de la República podrá ejercer en cualquier tiempo esa facultad respecto de las disposiciones que integran este proyecto de ley.
Finalmente, la Corte Constitucional decidió declarar inexequible la expresión “…de acuerdo a la Ley 1393 de 2010, que en su artículo 11 adiciona el artículo 470 del Estatuto Tributario, donde se precisa que”, contenida en el numeral 16 del artículo 17 de este proyecto de ley, por cuanto hace referencia a una norma que fue declarada inexequible por esta corporación, mediante sentencia C-133 de 2012. Sin embargo, vista la claridad con que se expresó la voluntad del legislador en el sentido de reiterar el beneficio que esa disposición creó a favor de las personas con discapacidad (relacionado con la asignación de recursos del IVA a la promoción del deporte para tales personas) la Corte optó por declarar inexequible solo la expresión antes referida, de tal manera que al preservarse en el proyecto los textos que la anteceden y suceden, se mantenga el efecto normativo querido por el legislador en relación con este aspecto.
 
4. Aclaración de voto
La magistrada María Victoria Calle Correa presentará una aclaración de voto relativa a algunas de las consideraciones contenidas en la presente sentencia. 
